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INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 224 Y 
225 DE LA LEY DE CONCURSOS MERCANTILES* 

 
José Ramón COSSÍO DÍAZ 

Olga SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS** 
 

n este asunto se planteó la inconstitucionalidad de los artículos 
224 y 225 de la Ley de Concursos Mercantiles pues el hecho de 
que dichos preceptos amplíen el plazo para considerar como cré-

ditos contra la masa los salarios por dos años es violatorio de lo dis-
puesto por el artículo 123 constitucional. 

Para resolver el problema, se hizo necesario analizar si la norma 
constitucional constituye una base o un tope para el legislador. 

El fallo mayoritario estimó que dichos artículos no son inconstitu-
cionales pues lo que establece la Constitución son mínimos y no límites 
a favor de los trabajadores, los cuales válidamente son susceptibles de 
ampliarse por el Congreso de la Unión al emitir las leyes secundarias 
correspondientes. 

No se comparte el criterio de la mayoría ya que consideramos que lo 
que verdaderamente establece nuestra Ley Fundamental son límites que 
las leyes secundarias jamás pueden rebasar. 

Una cosa son las prestaciones que se van obteniendo por los trabaja-
dores en una relación de trabajo, mismas que están garantizadas por el 
artículo 123 constitucional, pero otra cosa muy diferente son las garan-
tías que no se desprenden de las relaciones obrero patronales y en las que 
sí resulta difícil entender que simplemente constituyen un mínimo que se 
pueda ir ampliando en términos de lo que el legislador disponga. 

Así, consideramos que el año por el cual los créditos de los trabaja-
dores tienen prelación, señalado en el artículo 123 constitucional, no es 
una garantía que pueda ser ampliada por el legislador secundario por 
considerarla un mínimo, pues la norma constitucional establece para 
éste un tope máximo que debe respetarse y para los factores de la pro-
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ducción una base mínima que debe observarse en los contratos de tra-
bajo, la cual válidamente se puede ampliar de manera consensual pero 
sólo entre dichas partes que integran la relación laboral. 

Por consiguiente, apreciamos que los artículos 224, fracción I y 225, 
fracción I, ambos de la Ley de Concursos Mercantiles, son inconstitu-
cionales. 

Debido a lo anterior, respetuosos del criterio de la mayoría de esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, formulamos 
el siguiente voto de minoría: 

Los suscritos Ministros disidentes, respetuosos del criterio de la ma-
yoría de los Ministros que integran la Primera Sala, expresamos las 
consideraciones que nos llevan a no compartir el mismo: 

En el presente asunto se reclamó la inconstitucionalidad de los artícu-
los 224 y 225 de la Ley de Concursos Mercantiles, alegándose que los 
mismos violan lo dispuesto por el artículo 123, apartado A, fracción 
XXIII constitucional, porque mientras éste dispone que en los concursos 
mercantiles los créditos a favor de los trabajadores por salarios deven-
gados en el último año tendrán preferencia sobre cualquier otro crédito, 
aquéllos determinan que esa preferencia de los créditos de los trabaja-
dores por salario o sueldos devengados abarca los dos años anteriores a 
la declaración de concurso, con lo cual se transgreden las bases con-
forme a las cuales se debe legislar en materia laboral.  

En otras palabras, se adujo que lo establecido en el artículo 123 
constitucional consiste en un límite establecido por el constituyente 
originario al ordinario, para que éste al crear las normas secundarias 
correspondientes, se constriña a establecer la preferencia de créditos 
derivados de salarios devengados únicamente por un año.  

Respecto al planteamiento anterior, identificado en la sentencia co-
mo inciso b), la mayoría sostuvo que:  

 
a) El artículo 123 constitucional establece claramente que ‘el Con-

greso de la Unión, sin contravenir las bases siguientes, deberá 
expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán […] los crédi-
tos a favor de los trabajadores por salario o sueldos devengados 
en el último año tendrán preferencia sobre cualesquiera otros en 
los casos de concurso […]. Así, si el artículo constitucional se-
ñala que el Congreso se debe sujetar a determinadas bases, ésta 
expresión implica que dicho precepto constitucional establece 
derechos mínimos a favor de los trabajadores, los cuales pueden 
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ser válidamente ampliados por el Congreso de la Unión al emi-
tir las leyes secundarias correspondientes.  

b) En diversas resoluciones de esta Suprema Corte se ha sostenido 
que la intención del constituyente originario fue establecer la 
protección extensiva de las prestaciones por concepto de rela-
ciones de trabajo sobre cualesquiera otros créditos que pudieran 
disminuir o hacer nugatorias las prestaciones que son derivadas 
de un trabajo, el cual no es materia de comercio, sino un deber 
social; de igual forma, el Máximo Tribunal estableció que el 
texto constitucional establece un mínimo y no un límite, pu-
diendo dicho mínimo ampliarse por la ley secundaria, sin que 
por ello resulte inconstitucional.  

c) De los procesos legislativos que dieron origen al artículo 123 
constitucional se advierte que el espíritu del constituyente fue la 
protección de los créditos a favor de los trabajadores, para con-
seguir el equilibrio y la justicia social en las relaciones obrero-
patronales, espíritu que fue recogido por los artículos de la ley 
concursal y, por ello, debe concluirse que los mismos encuen-
tran su fundamento en el artículo 123 constitucional; incluso en 
otras leyes como el Código Civil se puede observar que el legis-
lador ordinario siguió considerando preferentes los créditos la-
borales, no obstante las diferentes épocas legislativas y los di-
versos legisladores.  

d) Por ello, resulta constitucional la ampliación que se hace en las 
normas combatidas respecto de las garantías mínimas que con-
templa la fracción XXIII del artículo 123, apartado A constitu-
cional, en relación con la prelación de los créditos laborales co-
rrespondientes a salarios devengados en el último año. 

 
No estamos de acuerdo con lo anterior, por lo siguiente: El problema 

estriba en determinar si el legislador secundario tiene la capacidad de 
ampliar los derechos establecidos en el artículo 123 constitucional. La 
cuestión central es la siguiente: ¿el legislador secundario tiene disponi-
bilidad para extender los derechos que a favor de los trabajadores esta-
blece la Constitución? Nosotros creemos que el legislador secundario 
no tiene esa facultad extensiva, por las siguientes razones. 

El proyecto parte de la existencia de diversos precedentes, tanto del 
Pleno como la Primera Sala de la Suprema Corte para determinar que el 
texto constitucional establece un mínimo y no un límite.  



JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ  
OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS 

 

418

El primero de dichos criterios es el que se refleja en la tesis P. 
XII/2000, emitida por el Pleno de la Suprema Corte, cuyo texto es el 
siguiente:  

 
CRÉDITOS LABORALES. EL ARTÍCULO 113 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO QUE ESTABLECE SU PRELACIÓN, 
NO VIOLA EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIÓN 
XXIII, CONSTITUCIONAL. El artículo 113 de la Ley Federal del 
Trabajo que establece que los salarios devengados en el último año 
por los trabajadores y las indemnizaciones debidas a éstos son prefe-
rentes a cualquier otro crédito, incluidos los que disfruten de garantía 
real, no viola el artículo 123, apartado A, fracción XXIII, de la Cons-
titución Federal, que circunscribe el concepto de preferencia a los ca-
sos de concurso o quiebra, toda vez que el texto constitucional esta-
blece un mínimo de garantías y no un límite, y la ley secundaria, en 
la especie, la Ley Federal del Trabajo, puede ampliar los beneficios 
en él establecidos, sin que por ello se considere que se concede un 
derecho que el Constituyente no tenía intención de otorgar, pues el 
artículo impugnado adopta el espíritu de dicho Constituyente en 
cuanto a la protección extensiva de las prestaciones por concepto de 
relaciones de trabajo sobre cualesquiera otros créditos que pudieran 
disminuir o hacer nugatorias las prestaciones que son derivadas de 
un trabajo, el cual, por disposición expresa del artículo 3o. de la ley 
laboral, no es materia de comercio sino un derecho y un deber socia-
les.1 

 
El segundo criterio es el que emitió esta Primera Sala en su tesis 1a. 

XXXIII/2003, del tenor literal siguiente:    
 

CRÉDITOS LABORALES. AL ESTABLECER SU PRELACIÓN 
EL ARTÍCULO 113 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO 
VIOLA EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIÓN XXIII, 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Al establecer el artículo 113 
de la Ley Federal del Trabajo que los salarios devengados en el últi-
mo año por los trabajadores y las indemnizaciones que se les deben 
son preferentes a cualquier otro crédito, incluidos los que disfruten 
de garantía real, no viola el artículo 123, apartado A, fracción XXIII, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la 
preferencia que de manera expresa alude a los casos de concurso o 
quiebra, no implica que la previsión se limite sólo a éstos, en virtud 
de que el texto constitucional únicamente consagra un mínimo de ga-

                                            
1 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo: XI, Marzo de 2000, página: 89. 
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rantías, y es la ley secundaria, en este caso la Ley Federal del Traba-
jo, la que puede ampliar los beneficios establecidos, de lo cual no 
deriva que se otorgue un derecho que el Constituyente no estableció, 
pues el precepto impugnado, respetando los lineamientos constitu-
cionales, hace extensiva la protección de las prestaciones por con-
cepto de relaciones de trabajo sobre cualquier crédito que pudiera 
disminuirlas o hacerlas nugatorias; trabajo que, además, por disposi-
ción expresa del precepto 3o. de la propia ley laboral, no es materia 
de comercio sino un derecho y un deber sociales.2 

 
Como puede advertirse de las transcripciones anteriores, los prece-

dentes utilizados por la mayoría para sustentar el fallo se referían a la 
constitucionalidad del artículo 113 de la Ley Federal del Trabajo, el 
cual establece claramente la preferencia de créditos por un año, al igual 
que el texto constitucional, pero extiende la preferencia del crédito la-
boral a todo tipo de crédito, no sólo a la materia concursal, a pesar de 
que el texto constitucional es claro al establecer que únicamente respec-
to de los concursos y quiebras podrá darse la preferencia de los créditos 
de los trabajadores. No obstante, se consideró que dicho artículo era 
constitucional, porque debía tomarse en cuenta que la intención del 
constituyente era proteger las prestaciones por concepto de relaciones 
de trabajo sobre cualesquiera otros créditos que pudieran disminuir o 
hacer nugatorias las prestaciones que son derivadas de un trabajo. 

Al respecto, consideramos que es incorrecta la apreciación de dichos 
criterios, porque creemos que la Constitución no establece mínimos 
ampliables por el Congreso de la Unión respecto de los derechos de los 
trabajadores.  

En este sentido, es cierto que el artículo 123 constitucional establece 
que el Congreso de la Unión debe sujetarse a diversas bases al crear las 
leyes sobre el trabajo, pero cuando se habla de bases, dicha palabra no 
sólo implica un mínimo que debe ser respetado por la autoridad legisla-
tiva secundaria, sino que también constituye un máximo, de tal forma 
que las prestaciones establecidas como “base” no pueden ni disminuirse 
ni ampliarse por el legislador ordinario.  

La intención del constituyente originario, nacido de una revolución 
social, al crear las normas fundamentales sobre el trabajo, fue lograr el 
equilibrio entre las clases trabajadora y patronal. De acuerdo a dicha 
intención, se puede concluir que la palabra “base”, utilizada por el pre-
cepto constitucional mencionado, para el destinatario de la obligación 
                                            
2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: XVII, Junio 
de 2003, página: 196. 
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de expedir las leyes laborales (Congreso de la Unión) no sólo tiene la 
connotación de mínimo, sino también de máximo, de tal forma que 
“base” implica fundamento, o sea, conjunto de normas a las que deben 
circunscribirse las legislaciones secundarias al momento de reglamentar 
las normas constitucionales, para que se dé un equilibrio entre los fac-
tores de la producción.  

Si la interpretación de la palabra “base” utilizada por el artículo 
constitucional estudiado fuera en el sentido de que es únicamente un 
mínimo que puede ser ampliado por el legislador arbitrariamente a fa-
vor de la parte trabajadora, ello iría en contra de la intención de lograr 
el equilibrio de los factores de producción (trabajo y capital).  

En efecto, la Constitución, como ya se dijo, establece una serie de 
reglas, a las cuales se tiene que sujetar la ley respecto a las condiciones 
del trabajo. Dichas condiciones son normas que tienen como objetivo 
primordial fijar los requisitos para la defensa de la salud y la vida de los 
trabajadores en los establecimientos y lugares de trabajo y las que de-
termina las prestaciones que deben recibir los hombres por su trabajo 
(Mario de la Cueva). De esta manera, se establece un salario mínimo, 
los días de descanso obligatorio, las vacaciones, la duración de la jor-
nada laboral, la inembargabilidad del salario mínimo, las reglas de ca-
pacitación, adiestramiento, seguridad e higiene en el trabajo.  

La intención del legislador al establecer las bases para que las leyes 
laborales fueran dictadas fue siempre preservar frente a una relación 
jurídica desigual los derechos de una clase social económicamente dé-
bil, partiendo de un mínimo de condiciones e intentando con ello digni-
ficar y elevar la condición humana de los trabajadores, que les permi-
tiera un nivel económico decoroso y alternativas de vida con mejores 
oportunidades, imponiendo limitaciones y restricciones al capital para 
evitar abusos y desequilibrios sociales.  

De acuerdo a lo anterior, si el constituyente estableció toda una serie 
de reglas para que las leyes del trabajo fueran expedidas, fue porque 
consideró que al establecer esa obligación al Congreso de la Unión se 
estaba dando cumplimiento a la intención que inspiró la legislación 
laboral mexicana, es decir, equilibrar la relación jurídica entre los fac-
tores de producción.  

Así, se estaba facultando al legislador secundario para que emitiera 
la legislación secundaria siguiendo los parámetros constitucionales, con la 
intención de que no fueran disminuidos; no obstante, dicha facultad 
otorgada al Congreso no era para que el mismo pudiera aumentar “el 
mínimo” de las prestaciones de los trabajadores, sino que al mismo 
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tiempo que dichas normas básicas constituyen un mínimo, también 
constituyen un máximo que no puede ser modificado por el legislador.  

Lo anterior no implica que dichas prestaciones no puedan ampliarse 
por las partes de una relación laboral. El patrón y el trabajador pueden 
pactar un salario superior al mínimo, pueden acordar más días de des-
canso o vacaciones, reducir la jornada laboral o aumentar las condicio-
nes de capacitación y seguridad dentro de la empresa. Estas prestaciones 
pueden ser extendidas consensualmente por los actores de las relacio-
nes laborales, sin que exista tope alguno, porque de acuerdo a las capa-
cidades de la empresa y las condiciones especiales en que se desen-
vuelve cada relación de trabajo, dicho aumento sería factible.  

No obstante, dicha posibilidad no puede darse tratándose de las leyes 
dictadas por el Congreso de la Unión, porque se lograría una situación 
de anarquía legislativa que contrariaría la intención del constituyente 
consistente en el equilibrio de los factores de la producción. Piénsese, 
por ejemplo, que el legislador secundario estableciera que no sólo el 
salario mínimo es inembargable, sino que todas las percepciones de los 
trabajadores lo son, o que estableciera la obligación para los patrones 
de otorgar seis meses de vacaciones a los trabajadores, o seis meses de 
aguinaldo o que la ley secundaria señalara que la jornada de trabajo 
debe durar máximo dos horas. En todos esos casos, la legislación se-
cundaria no estaría respetando el espíritu del constituyente consistente 
en equilibrar a la clase trabajadora con la patronal, sino que establecería 
un desequilibrio a favor de los trabajadores que no podrían soportar las 
finanzas de las empresas.  

Lo mismo sucede en el presente caso, cuando el legislador secunda-
rio amplía la cantidad de los salarios preferentes a dos años, pues en 
éste caso existe una pluralidad de acreedores que puede verse afectada, 
ya que todo lo que se le dé a los trabajadores implica una disminución 
de los pagos a otros acreedores. 

El constituyente consideró que para lograr el equilibrio de los facto-
res de producción era suficiente con garantizar un año de las prestacio-
nes. Si la legislación secundaria tuviera la capacidad de variar ese lapso 
de tiempo, el legislador ordinario podría señalar cinco, diez, veinte o 
cien años para fijar el crédito preferente, con la consecuente inseguri-
dad jurídica consistente en que una norma secundaria esté por encima 
de los límites constitucionalmente establecidos.  

Consideramos que esa situación no estaba entre las intenciones del 
constituyente ni es lo que prevé la norma constitucional. Lo que la 
Constitución establece son límites que las leyes secundarias no pueden 
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disminuir, pero tampoco rebasar, y las legislaturas secundarias no tie-
nen la disponibilidad de ampliar o extender los mínimos establecidos 
constitucionalmente.  

Las anteriores razones nos llevan a considerar que los artículos 224, 
fracción I y 225, fracción I, ambos de la Ley de Concursos Mercantiles, 
son inconstitucionales. 




